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No es tal, sin embargo, el caso. la Sentencia de 21 <le junio de
1983 no hace, como ya se dijo, rese,rva ni matización alguna en su
fallo respecto a la inconstitucionalidad del .,-l. 710, pero ademis.
en Sus fundamentos jurídicos viene a motivar esa declaración de
inconstitucionalidad de forma que no es posible apreciar, ni de los
términos de la SentenCia. ni de la misma naturaleza del caso, que
se produce únicamente en relación con su aplicación en el supuesto
de alimentos. En efecto, el fundamento núm. S basa tal inconstitu­
cionalidad en que lajurisdicci6n mütar, de acuerdo con el art. 118
de la C.E. sólo puede operar en el ámbito estrictamente castrense
(dejando ap.,-te el supuesto del estado de sitio del art. 117 núm. S
de la C.E.) por lo que las situacio~~ffi~:: a tal ámbito -entre
ellas,~ no sólo las re~ones :.. "f ~us repe~u~ones
ecoñómlcas- quedan sometldas a la jurisdICCIÓn ordinana, y
corresponde únicamente a ésta· resolver sobre ellas. debiéndose
atener todas las autoridades a lo ordenado por tal jurisdicción, de
acuerdo con el citado arto 118 de la norma suprema La oposición
del arto 710 a los mandatos constitucionales resultaría así declarada.
no sólo en los casos de resoluciones judiciales concernientes a
alimentos, sino también en todos los demAs casos en él previstos,
que quedan fuera del ámbito estrictamente castrense, al remitirse el
arto 710 a las precisiones del llI1. 709, referidas únicamente a
actuaciones de Juzgados o Tribunales ordinarios. La declaración de
inconstitucionalidad efectuada sobre este-articulo no debe enten­
derse restringida a un supuesto concreto sino con fuerza y alcance
general, por )0 que no procede su reiteración en el fallo de la
presente Sentencia. .

Cuarto.-la .cuestión ha de entenderse, por tanto, planteada
respecto a la constitucionalidad del arto 709, regla 2 del C.J.M., "Y
en concreto, como indica el Auto de planteamiento, respecto a su
c0l!lpatibilidad con el arto 14 de la CE. y el principio fundamental
de ¡gualdad en él reconocido. Desde esta perspectiva, la disposición
mencionada viene, efectivament~, a establecer un régimen especial,
en lo que se refiere a responsabilidad civil, en favor de aquellos que
ostentan la condición de militar, a la hora de hacer efectivas
responsabilidades procedentes de contratos celebrados con particu­
lares. Este régimen difiere sin duda de aquel a que están sometidos
el resto de los ciudadanoS, independientemente que pueda o no
definirse este ultimo como la. «responsabilidad civil universal» en
términos del·art. 1.911 del Código Civil. la diferencia se traduce
en un trato más favorable a las personas pertenecientes a las
Fuerzas Armadas, incluso cuando se compa.rancon los regímenes

.. más favorables previstos por nuestro ordenamiento, como_es el
caSO aducido por el Abogado del Estado, de los perceptores de
pensiones pasivas de empleados públicos, eiviles y militares, y de
empleados en general, que no se ven excluidos de los efectos de la
responsabilidad civil en forma tan radical como los baberes de los
ntilitares, según el art. 709 núm. 2 del C.J.M. .

Por ello,' debe considerarse que la cuestión' se ba planteado
respecto de una norma legal relevante y decisiva para la resolución
a tomar por el Juez, ante la comunicación del Teniente General de
la Primera Región Aérea. Esta expresa que la retención de haberes
interesada no ha lugar en virtud del arto 709 párrafo 2 del C.J.M.
Por lo que esta norma es la que especificamente se convierte en la
decisiva para la ulterior actuación del Juez, ante la citada comuni·
cación de la autoridad militar. Pues, -como ya expusimos en .nuestra
Sentencia de 21 de junio de 19U, cuando a la ejecución de lo
resuelto por· la jurisdicción ordinaria se opone otra autoridad
invocando unos preoeptos legales que el Juez estima contrarios a la
CE., aquel puede plantear la cuesl1ón de inconstitucionalidad,ante
este T.C. antes de reiterar su decisión y .exigir su cumplimiento,
como lo ba hecbo "" el presente caso.

, De la solución que ~te T.C. dé a la cuestión ..f.lanteada
dOpendenl que se aplique la regla 2.' del art. 709 del C .M., o la
normativa, genéricamente aplicable a los supuestqs de responsabili·
dad civil, con las peculiaridades que procedan y estén previstas en
la legislación vigente aplicable a todos los -ciudadanos, sean
militare(" o no, y que pueden representar una mayor o menór
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la Sala Segunda del Tribunal ConstitueioI13l,-compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra,.Presidente;-don FranciSCO Rubio
Uorente, don Luis Diez-Picaza y Ponee de León, don Antonio
Truyo! Serra. y don Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ba
pronunciado . . .

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 822 de 1984, interpuesto por don

Francisco Ja~er ürduna Mendio1a, representado por el Procurador

extensión de los efectos de la responsabilidad derivada de ob!iga­
ciones civiles, -a determinar en cada caso.

Quinto.-En la linea d. nuestra Sentencia de 21 de, junio de
1983, debemos afirmar que resulta aquí también patente la
existencia de una desigualdad de trato eñtre militares y no
militareS, sin que pueda aducirse -una cauu. ·razonable que la
explique, pues la conveniencia de que el militar goce de indepen­
dencia económica que le permita mantener dignamente su status ha
de ser reconocida tambíén a los funcionarios civiles. y a todos los

.ciudadanos. Y de estas diferencias de trato surge una peor situación
de los que contratan con militares en -cuanto a la eventual
satisfacción, por la vIa de em~o de baberes, de la, responsabili­
dades económicas en que hayan mcurrido aquélloS; con lo que, su
causa razonable, como se ha dicho, el tratamiento más favorable
concedido a los militares se traduce en una discrimínaci6n de los
que con ellos contratan, que ven limitada su garantía patrimonial
en comparaCión con aquellos que contratan con personas no
pertenecientes a esa categoría

Sexto.-A la vista de todo ello no es admisible la objeción que
plantean tanto el Abogado del Estado como el Fiscal General del
Estado, en el sentido de que, tratándose de responsabilidades ,por
,obligacione~ contractuales, las consecuancias del peculiar régimen
nonnativo establecido por'el arto 709 núm. 2 del C.J.M. pudieron
ser previstas por los contratantes, y debidamente compensadas por
otros medios, con lo que se rompería la igualdad entre las partes.
y no es admisible porque la vulneración del principio de igualdad
no surge, en el caso de que tratamos, de una ruptura de la pOSición
de igualdad entre las parles del contrato en favor del deudor -en
cuanto pueda favorecerse a éste a costa del acreedor- sino de que
"iené a colocar a un conjunto de personas -los militares- en una
situación no justificada de ventajas en comparación con el resto de
los ciudadanos; situación que a su vez coloca en una ~'j.ición de
desventaja a los que con ellos contratan. en comparación con los
que contraten con otros. Es irrelevante, en lo que aquí interesa, que
los afectados por esa desventaja traten o no de paliarla mediante la
introducciÓll de cláusulas ·compensatorias en el contr-ato, Como
r.esultaria irrelevante, en· el caso de las prestaciones por alimentos,
que los eventualmente perjudicados por el arto 709 núm. -1, del
el.M., decla.'11do inconstitucional, hubieran tomado precauciones
para compensar la desigualdad en que tal ar!. les colocaba. Pues ello
supondria no suprimir, sino, al contrario, reforzar, la situación de
desigualdad iniCialmente existente, respecto a quel10s que contrata­
sen con personal no militar, como consecuencia de la situación de
ventaja en Que se coloca el personal militar. En lo que nos importa,
lo relevante es que el arto 709 núm. 2 del C.J.M. coloca a un
conjunto de personas en .una situación de desigualdad no justifi­
cada, Vlllncrando así lo dispuesto en el arto 14 de la c.E. Por lo que
las disposiciones de dicho arto 7C9 núm.2 del C.J.M. deben
estimarse contrarias .al mandato constitucional contenido en el
mencionado art. 14 de la c.E.

FALLO

-En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstituciOnal,

~óV~t8..T2~¡g~~ &\:~k60:?NF1E~E LA CON5TlTU-

Ha decidido:

Estimar la presente cuestión de .inconstitucionalidad y en
consecuencia declarar inconstitucional y por tanto nulo el arto 709,
regla 2.' del Código de Justicia Militar.

Publiquese en el «Iloleim Oficial del' Estado».

Dada en Madrid a S <le noviembre de 1 98S.-Firmado: Jerónimo
Arozamena' Sierra.- Angel Latorre Segura.-Manuel Díez de

yelasco Vallejo.-Francisco Rubio Llorente.-Gloria Begué Can­
tón.-Luis Díez·Picazo.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escu­
dero del CorraJ.-Francisco Pera Verdaguer.

don Alejandro González Salina y defendido por el Abogado don
Jesois GonzAlez Pérez, impugnando la Sentencia dictada por la Sala
Tercera del Tribunal Supremo el dia 18 de julio de 1984, estimando
recurso de apelación deducido contra Sentencia de la Sala de lo
ContencioSO-Administrativo de la Audiencia TerritoriaJ de Bilbao
de 10 de mayo de 1984, relativa a validez de una convocatoria de
concurso-oposici6n hecha por el Ayuntamiepto de Bilbao.

En el recurso ba sido p.,-te el Ayuntamiento de Bilbao,
representado ·por el Procurador don Alejandro González Salinas y
defendido por el Abogado don Jesús González Pérez; el Colegio
Oficial de Ingeniero.. Industriales de Madrid, represeotado por el
Procurador don Fernando Aragón Martín y defendido por el
Abogado don Diego Yeste López y el Letrado del Estado. Ha
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intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrapo
don Frar¡dsco Pera Verdaguer, Quien expresa el parecer de la Sala.

• I. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 26
de noviembre de 1984, se interpuso recurso de amparo constitucio­
nal por don Francisco Javier OrduDa Mendiola contra Sentencia de
la Sala Ter<'era del Tribunal Supremo de 18 de julio de 1984, que
estimó el recurso de apelación interpuesto por el Colegio Oficial de
Ingenieros Industriales de Madrid contra la diet.adá por la Sala de
lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia Territorial de
Bilbao en 10 de mayo de 1984. Pedia que se declare la nulidad de
la Sentencia de la Sila Tercera del Tribunal Supremo y se ordene
retrotraer las actuaciones al momento en que debió emplazarse
penonalmente al recurrente en los autos del recurso intepuestopor
el Colegio Oficial <le Ingenieros Industrial~ contra la Sentencia de
la AudIencia Territorial de Bilbao.

La demanda se fundamenta en los siguientes hechos:
A) La Comisión Municipal Pennanente del AyUntamiento de

Bilbao convocó concUJ'SOooOposición para la provisión de una plaza
de Ingeniero Industrial al servicio de la Corporación. El procedi­
miento de selección incluía una prueba de conocimiento del
vascuence, de carácter voluntario, puntuable en el concursO. Don
Francisco Javier Orduna Mendiola solicitó en tiempo y forma
participar en el concuso-oposición, siendo admitido al mismo por
resolución de la AIcaldla-Presidencia de 23 de diciembre de 1983.
La lista de ádmitidos se publicó en el «Iloletin Olicial del Señorio
de Vizcay"" el 26 de enero de 1984.

B) El Colegio de Ingenieros Industriales de Madrid interpuso
recurso contencioso-administrativo, por la via de la Ley 62/1918,
contra la convocatoria del concurso-oposición, por entender Que
infringia el principio de igualdad ante la ley de todos los españoles.
El recurso fue resuelto en sentido de5e$timatorio por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Temtorial de Bilbao,
en cuya Sentencia de 10 de mayo de 1984 expresó que la
convocatoria no incuma en trato dIscriminatorio.

C) La Sala Tercera del Tribunal Supremo, por Sentencia de 18
de julio de 1984, estimó el recurso de apelación interpuesto por la
Corporción profesional contra la Sentencia anterior por entender
que la prueba voluntaria de vascuence vulnera el principio de
igualdad ante la ley que establece el arto 14 de la Constitución.

D) El solicitante de amparo no ha sido emplazado personal·
mente ni ante la Audiencia DI ante el Tribunal Supremo, ~.a que
el expediente administrativo pennitía una inequívoca Identifica·
ción del mismo.

Jurídicamente, la demanda de amparo se 'funda sustancialmente
en q\.te se ha vulnerado el arto 24 de la Constitución, interpretado
de acuerdo con reiterada jurisprudencia de este Tribunal.

Segundo.-Admitida a trámIte la demanda de amparo y recibi­
das las actuaciones recabadas del Tribunal Supremo, Audiencia
Territurial y Ayuntamiento de Bilbao, se pusieron de' manifiesto a
las partes personadas y al Ministerio Fiscal para que rresentasen
sus alegaciones conforme a lo dispuesto en el an. S2. de la Ley
Orgánica de este Tribunal.

En dicho trámite el demandante de amparo se ha remitido a los
fundamentos expuestos en su demanda.

Tercera.-En el mismo trámite, la representación del Ayunta­
miento de Bilbao ha expuesto que, a la vista de los antecedentes,
no cabe sino aplicar el arto 24 de la Constitución, tal y como ha sido
reiteradamente interpretado por esta Sala, solicitando, en conse­
cuencia, que se dicte Sentencia. por la que se otorgue el amparo
solicitado y se declare la nulidad de pleno derecho de la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo deI8 de julio de 1984, Y
se retrotraigan las actuaciones al momento en que la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Bilbao
debió emplazar personalmente al demandante de amparo.

Cuarto.-En el mismo trámite, la representación del Colegio
Oficial de Ingenieros Industriales de Madrid ha alegado que
ninguna razón asiste al recurrente en cuanto que el examen del
expediente administrativo pone de manifiesto que na ha existido
aquella falta de emplazamiento que denuncia. Así, al folio 102 del
referido expediente, obra un decreto del Ayuntamiento de Bilbao,
motivado por la comunicación recibida de la Audiencia Territorial,
participando a la Corporacion la existencia del recurso contencioso­
administrativo interpuesto por el Colegio en el que se acuerda dar
cuenta de ello a los interesados, es decir, a cuantos habían
fOllI1ulado la pertinente instancia para tomar parte en el concurso­
oposición, con objeto de que pudteran personarse en las actuacio­
nes iniciales. Y al folio 103, en ejecución del anterior decretó, está
incorporado el oficio del propio Ayuntamiento dirigido a los 18
cpositores entre los que figura don Francisco Javier Orduna
Mendiola, a los efectos antes dichos. Al folio 128 del propio
expediente aparece que con fecha 22 de agosto de 1983, se notifica

ese oficio al hoy recurrente señor Orduna Mendiola, a quien ya
expresamente se le señala el plazo de cinco día"s para comparecer
ante la Sala de lo Contencioso-Adrttinistrativo de la Audiencia
Territorial de Bilbao para usar del derecho de que pudiera creersé
asistido en el recurso deducido por el Colegio Oficial de Ingenieros
Industriales de Madrid;

No existe en Autos ni en el expediente administrativo constan­
cia de que esta comunicación no fuera entreaada al señor Orduns,
antes al contrario, ha de coneluirse que lleg6 a su poder, máxime
teniendo en cuenta que el domicilio a donde se le dirige, calle
Eloni, .núm. 6, 2.0 D, de Guecho, es el mismo que aquél consignó
en la instancia para tomar parte en el concurso.aposición del folio
64. y que la comunicación se cursó por el Ayuntamiento es
indudable puesto que aparece seftalada con el núm. 2.047 del
Registro Municipal y con el 9/6 de orden, en la relación de
certificados cursados.

Ante ello, es indudable que don Francisco Javier Orduna
. Mendiola tuvo, al imuU que el resto de los opositores, conocimiento

d,e la existencia del recurso. contencioso-administrativo y fue
lemplazado en el mismo tiempo y forma, a fin de que pudiera
comparecer en la vía jurisdiccional, a los efectos que hubiera
estimado oportunos y si as! no lo hizo a él sólo compete pechar con
sus cORsecuenci~. _

Suplica, finalmente, la denegación del amparo solicitado con las
demás declaraciones procedentes..

Quinto.-El Letrado del Estado, en su escrito de a1epciones, ha
expuesto que, pese a la apariencia inicial de aplicabilidad de la
doctrina de este Tribunal relativa al emplazamiento personal,
adviene en la misma una linea jurisprudencIa! más reciente donde
se aplican los requisitos referidos con estricto rigor, no ampliándola
a otros supuestoS diferentes a los que la citada doctrina estricta­
mente. contero"la (v. gr., Sentencia de 9 de mayo de 1985 y 4 de
julio de 1985). Y además, justamente, que en el caso presente, esta
linea doctrinal resulta de aplicación. Se apoya para ello en el
caricter general, cuasi normativo, que poseen las convocatorias de
oposiciones y concursos, y concretamente las bases de la.s mismas,
como ahora es el caso. La aplicación a tal supuesto de la doctrina
indicada llevaría a la consecuencia de que en cualquier impugna.
ción. de las mismas, debería emplazarse personalmente a todos -los
adrilitidos a oposición o al concurso (que {)ueden ~r nwnerosísi~
mos). Consecuencia a todas luces exceSIVa. Por el contrario,
entiende que puede ser de aplicación, dado el mencionado carácter
general de las base. impugnadas (la «ley» de la oposición), la
doctrina sentada por el Tribunal en su Sentencia núm. 61/1985, de
8 de ma~, para los supuestos de disposiciones de carácter general
(F. J. 3. ), cuyo razonamiento considera aplicable al supuesto
presente, en que los admitidos no tienen propiamente la posición
de «interesados» en las bases de la convocatoria.

Sexto.-FiiulJmente. el Ministerio Fiscal ha expuesto que, al
remitir .el Ayuntamiento el expediente a la Audiencia se notificó el
acuerdo de remisión a todos los interesados en el mismo, enviando
carta certificada al hoy recurrente señor Orduna, siJOifieando que
el Ayuntamiento recurrió ya en amparo la Sentencta del Tribunal
Supremo, siendo inadmitido el recurso por Auto de 27 de febrero
de 1985 (R. A. 808/1984).

La demanda -expone el Ministerio Fiscal- se plantea con olvido
de Que el procediIIHento previo fue el especial regulado en la Ley
62/197g y no el ordinario de la Ley de lo contencioso-administra·
tivo (L. J.). En 'aquél la Sata no tiene que efectuar ningún
emplazamiento de los posibles interesados (art. 8.2)~ sino que será
el órgano administrativo quien, al ordenar la remisión der expe­
diente, lo notificará a los lnte~dos para que puedan comparecer
ante la SaJa en el plazo de cinco días. Y así se. hizo. No hay entonces
que proceder, como exige el arto 60 L. J., a la publicación edictal de
la interposición del recurso. Ni es, por consiguiente, de aplicación
la muy repetida doctrina de este Tribunal de que el emplazamiento
edictaI que contempla la L J. (art. 64) no cumple. comúnmente. la
exigencia de contradicción qpe está en la base de la tutela judicial
constitucionaliz~daen el arto 24.1 de nuestra Norma fundamental;
10 que impone el emplazamiento directo y personal. Por tanto, ni
la Audiencia de Bilbao ni el Tribunal Supremo en ningún
momento, ni por supuesto cuando se recurrió en apelaCión ante
éste, tenían que notificar el recurso a los posibles interesados.
Siendo así, carece de toda consistencia la pretensión ahora formu­
lada de que se ha producido indefensión por·una omisión judicial.

Este Tribunal en la Sentencia 61/1985, F. J. 2, ha proclamado
la inaplicabilidad del emplazamiento edictal al procedimiento
especial de la Ley 62/1978, dada la noiificación por la Administra·
ción a los interesados de la remisión del expediente a la Sala. lo que
efectuó el Ayuntamiento de Bilbao. Si el señor Orduna- no tuvo a
bien personarse entonces en el recurso del que se le dio conoci­
miento, malamente puede ahora alegar indefensión por·no haber
sido oído. Y aun tuvo una Sc$unda oportunidad, o más exacta­
mente, se le dio una nueva noticia del recurso emprendido contra
la convocatoria ~l suspenderse las pruebas del concurso ya anuncia·
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das por Resolución del 6 de abril de 1984, que igualmente fue
comunicada a .10$ interesados. Quien ahora reclama amparo ha

~sido, pues, doblemente indiligente. «La falta de emplazamiento
personal es una infracción que sólo deviene lesión constitucional
cuando pese a haber mantemdo el ciudadano una actitud diligente,
se ve colocado en situación de indefensión. Pero ·cuando tal

. diligencia no exíste, la lesión tampoco...» eSTC 56/1985 F. J. 4; en
el'IDismo sentido laSTC 83/1985, F.J 4.c).
.. Séptimo.-Por providencia de 25 de septiembre de 1985 se
señaló para deliberación.y votación oel recurso el día 30 de octubre

: siguiente. .

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-Este Tribunal se ha pronunciado eD multiples ocasio-­
Des acerca del alcance del emplazamiento edietal previsto en el arto
64 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Conlencioso-Adminis­
trativa, respecto del derechQ. fundamental reconocido en. el an. 24
de la Constitución sobre tutela efectiva a prestar por Jueces ,y
Tribunales y consiguiente proscripción de indefensión. con estable- "
cimiento de una doctrina que puede reputarse de carácter general,
pero descendiendo con frecuencia a las particularidades del
supuesto examinado al ser ello imprescindible para la obtención de
las conclusiones y pronunciamientos adecuados a cada caso, siendo
el presente uno más, .que no excluye en el contenido de su
planteamiento alguna singularidad merecedora de atención en este
Instante de poner término al actual recurso constitucional de
amparo.· ... ,
. Porque, en efecto, el recurso sé articula, esencialmente, basado

en Ja alegación de que se vulneró el precitado precepto constitucio­
nal ál haberse omitido el emplazamiento personal de quien estaba
admitido en un copcurso para provisión de determinadas plazas de
funcionarios técnicos municipales, concurso que parcialmente ha
sido anuJado en el proceso contencioso-administrativo donde se
co~etió la irregularidad que aquí se denuncia. Pero -y aquí reside

p la particularidad- lo que 5e solicita del Tribunal Constitucional es
-'que, con la estimación del recurso de amparo, se anule solamente
la Sentencia recaída en grado de apelación, dictada por el Tribunal
Supremo y se ordene el emplazamiento de tal interesado en los
autos del recurso de apelación.

Segundo.-Antetodo hay que consignar que en puridad la
omisión de emplazamiento en un.pJ:oceso contencioso-administra­
tivo, ya en grado de apelación, no guarda parentesco alguno con lo
estatuido en el arto 64 de la Ley de lo Contencioso, ni tampoco con
la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto supletoria tie aquella
res~to de'las normas rectoras de los emplazamientos de obligada
practica para dar noticia a' los interesados en el litigio de la
existéncia de éste y posibilitar su' defensa. Hay que emplazar en la
apelación tan sólo a quienes han sido parte en el proceso conten­
CIOSO en primer grado o instancia, por lo que la vulneración no
puede advenir ,por el cauce que el recurrente deja establecido.

No obstante, también es preciso admitir que cabria sostener que
mediante un emplazamiento en segunda instancia se hubiera
podido subsanar la irregularidad de omitir el penona!y obligado
micial llamamiento .al pf9CeIO, bien que los razonamientos del
actual recurrente no discurran par ese cauce. Así y todo. se halla
CODstatadO en autos que se trató no de UD procesoconteilcioso·
administrativo ordinario, sino del establecido en la Ley 62/1978,
sobre defensa de libertades y derechos fundamentales, tipo de
proceso en el que se incluyen particularidades específicas erforden
a la práctica de los emplazamientos, particularidades examinadas
en la Sentencia de este Tribunal de 8 de mayo del año actual.
expresiva de que el emplazamiento en estos casos se encomienda

Pll'no.-Conflieto positivo de compl'tencia núm.
447/1982. Sentencia núm. 15)/1985, de 7 de noviem-
bre. -

El Pleno del Triburial Constitucional, compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra, Vicepresidente; don Angel Latorre
Segura, don Manuel Díez de Velasco Vallejo, don Francisco Rubio
L1orente, doña Gloria Begué Cantón, don Luis Diez Picazo y Ponce
de León, don Francisco Tomás y Valiente, don Rafael Gómez­
Ferrer Morant, don Angel Escudero del Corral y don Francisco
Pera 'Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
~

en el conflicto positivo de competencia núm. 447/19&2, planteado
por el Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del

a la Ad~inistraci6n, y que ~a regla especifica que para el
emplazamIento en el proceso de la Ley 62/1978 se establece en el
arto 8.2 hace inaplicable a este proceso la llamada edietal», por lo
que se estimó que ni la falta de emplazamiento edictal, ni· directo
a través de las fórmulas que ha inferido este Tribunal Constitucia-:
na!, son irregularidades con repercusión en los derechos estableci·
dos en el arto 24 de la C. E.

Tercero.-En el caso que se resuelve, la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial, al reclamar de la
Administración municipal demandada la remisión del expedier.te,
dispuso que por la misma se practicaran los emplazamientos, en la
fonna y modo que señala la citada Ley 62/1978, y así se hizo, sin
que a la realidad de tal emplazamiento se arguya cosa alguna por
parte del actual recurrente en amparo, prescindiendo de compare·
cer ante· aquel Tribunal, y sin que se pueda estimar como
circunstancia influyente a la hora sie valorar el alcance de lo
sucedIdo, el hecho de que la Sentencia de primer grado le fuera
favorable, pues de lo que aquí y ahora se trata es de determinar si
el interesado tuvo o no conocimiento de la existencia del'recurso
contencioso, y, consecuentemente, concluir que en caso afirmati,,"o
la falta de tutela y la indefensión no existieron, sino tan sólo la
pasividad de la persona afectada, consciente de la pendencia del
proceso y que quedaba a las resultas del mismo, resultas que no
cabía situar tan sólo en el pronunciamiento de un primer faUo
favorable a sus intereses -o derechos. "

Pero es que, además, en este caso, existen pruebas evidentes del
cabal conOCimiento por parte de esa misma persona de la promo­
ción y cürso delliti$io contencibso--administrativo de que se trat.a,
puesto que en su calidad de concursante: a la provisión de las plazas
ya refendas, concurso eri el que se llegó incluso a la convocatoria
para la práctica del primer ejerc.:icio, fue suspendida tanto esa
convocatoria como el itl'r ulterior de la misma, precisamente por

. el jue.@:<~ de tI? establecido en él arto 122 de la Ley de lo Contencioso­
AdmlnIstratlvo, esto es, por haber decretado los Tribunales de ese
orden la suspensión de la ejecución de la resolución reclamada, en
cumplimiento de lo cual la Autoridad municipal decretó lo preciso
para efectividad .de esa medida cautelar, lo que, con expresión de
la causa determinante de la paralización, fue notificado a los
interesados.

Cuarto.-Parece suficiente cuanto queda expuesto para concluir
que las pbsibilidades defensivas atribuIbles al recurrente en amparo
fueron en el caso de autos todas las que el ordenamiento tiene
establecidas, y, del mismo modo, que tales previsiones son suficien­
tes a los fines del debido respeto de los derechos que, consagrados
en el arto 24 de la C. E., entiende erróneamente el concursante que
fueron vulnerados por la Sentencia dictada por la Sala Tercera del
Tribunal Supremo con fecha 18 de julio de 1984.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE, LE CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE.LA NACION EPANOLA,

Ha decidi.do:

Denegar el amparo solicitado por don Francisco· Jav1er Orduna
Mendiola.· '

Publiquese esta Sentencia en el «Botetln Oficial del Estado».

Dado en Madrid a S de noviembre de 1985.-JerÓnimo Aroza­
mena Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez Picazo.­
Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Firmados y
rubricados.

Estado, en relación con el Decreto de la Generalidad de Cataluña
núm. 194/1982, de 18 de junio, que regula la calificación de
espectáculos teatrales y anísticos. Ha comparecido el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña. representado por el
Abo~ado don Man~uel María Vicens í Matas, y ha sido ponente la
MagIstrada doña Gloria Begué Cantón, quien expresa el parecer del
Tribunal. .

l. ANTECEDENTES

1. Por esérito presenuido-en este Trib~nal Constitucional de
19 de n~viembre de 1982. el Abogado del Estado, en representación
del Gobierno de la Nación,.plantea conflicto positivo de competen­
cia frente al Consejo Ejecutivo.de la Generalidad de Cataluña en
relación con el Decreto 194/1982, de 18 de junio, que regula la
calificación de espectáculos teatrales y artísticos, aprobado por
dicho Consejo Ejecutivo y publicado en el «Diari Oficial de la
Generalitat de Catalunya» núm. 244, de 28 de julio de 1982, por
entender que el referido Decreto infringe el arto 149.1.27 de la


